
RESOLUCION EJECUTIVA REGIONAL

N'tri i¿ -2026-GRJ/GR

Huancayo, 09JUL2026

EL GOBERNADOR DEL GOBIERNO REGIONAL JUNíN

VISTO

Reporte n." 586-2026-GRJ/ORAJ de fecha 03 de julio de 2026, el lnforme n.' 50-
2026-GRJ/ORAJ-REHO de fecha 02 de Julio de 2026, el Memorando n.'2146-2026-
GRJ/PPR de fecha 01 de julio de2026, el Reporte n.' 577-2026-GRJIORAJ de fecha 25 de
junio de 2026, el Reporte n.' 239-2026-GRJ-GGR de fecha 23 de Junio de 2026, el Reporte
n." 565-2026-GRJ/ORAJ de fecha 22 de junio de 2026, la Opinión Legal n.' 35-2026-
GRJ/ORAJ-REHO de fecha 18 de junio de 2026, el Memorando n.' 1946-2026-GRJ/PPR de
fecha 16 de.lunio de 2026, el Reporte n.' 538-2026-GRJ/ORAJ de fecha 12 de junio de 2026,

el Reporte n." 66-2026-GRJ/PPR de fecha 09 de jun¡o de 2026t y,

CONSIDERANDO:

o

Que, de conformidad con el Articulo 191' de la Constitución Política del Estado,
mod¡ficado por Ley n." 27680 - Ley de Reforma Constituc¡onal, del Capitulo XlV, del Título
lV, sobre Descentralización, concordante con el Artículo 31" de la Ley n.' 27783 - Ley de

Bases de la Descentral¡zación, el artículo 2" de la Ley n." 27867, Ley Orgán¡ca de Gob¡ernos
Regionales y e¡ Art¡culo Único de la Ley n." 30305, los Gobiernos Regionales son personas
jurídicas que gozan de autonomía politica, económica y admrnistrat¡va en los asuntos de su

competenciai

Que, el arlículo 47" de la Constitución PolÍtica del Perú establece que la defensa de

los intereses del Estado se encuentra a cargo de los Procuradores Públicos, conforme al

sistema de defensa juridica regulado por ley;

Que, asimismo, el articulo 12' del Decreto Legislativo n.' 1 326 dispone que el

Procurador Público tiene la función de promover y ga¡antizar el ejercicio de la defensa y

representac¡ón jurid¡ca del Estado, con la finalidad de proteger sus intereses, en

concordancia con lo prev¡sto en el artículo 15'del Decreto Supremo n.'018-2019-JUS, que

regula sus funciones, atr¡buc¡ones y obligaciones;

Que, de igual manera, los artículos 5'y 33'del c¡tado decreto leg¡slativo establecen
que los Procuradores Públicos ejercen la defensa .jurídica de las entidades del Estado dentro
del ámbito de sus competencias, cautelando ¡os ¡ntereses estatales;

Que, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 15'del Reglamento del Decreto
Legislat¡vo n.' 1326, aprobado med¡ante Decreto Supremo n.'018-201g-JUS, el Procurador
Público se encuentra facultado para inic¡ar acciones .,udiciales en defensa de los inlereses
del Estado; sin embargo, en determinados supueslos se requiere autorizac¡ón expresa del

titular de la ent¡dad mediante la em¡sión de la correspond¡ente Resolución Autor¡tativa;

Que, en el caso de los Gobiernos Reg¡onales, dicha facultad corresponde al

Gobernador Regional. en su calidad de t¡tular de la entidad, de conformidad con Ia Ley n.'
27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionalesl
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Que, en consecuencia, para la interposic¡ón de la demanda de anulación de laudo

arb¡tral resulta indispensable contar con la autorización expresa del titular de la entidad;

Que, Ia aulorización para la lnterpos¡ción de la demanda de anulaciÓn del laudo

arbilral no implica pronunciamienlo alguno sobre el fondo de la controversia arbitral ni supone

adelanto de opinión respecto de la validez del laudo emitido, constituyendo únicamente el

cumplimiento del requisito de proced¡bilidad previsto en el numeral 45.23 del articulo 45" del

Texto Único Ordenado de la Ley N.' 30225, correspondiendo a¡ órgano jurisd¡cc¡onal

compelente determinar, de manera exclusiva e independiente, la concurrencia de las

causales de anulación invocadas.

Que, de conform¡dad con los artículos 62'y 63'del Decreto Legislativo N.' 1071 -
Decreto Leg¡slativo que norma el Arb¡traje, el recurso de anulación constituye el único medio

impugnatorio contra el laudo arb¡tral y un mecanismo excepcional de control .iurisdiccional
dest¡nado exclusivamente a verificar su validez juridica por las causales taxativamenle
previstas en la Ley de Arbitraje, sin habilitar al órgano jurisd¡cc¡onal para revisar el mér¡to de

la controversia, la valoración de Ios medios probatorios ni el criter¡o jurídico adoptado por el

tribunal arbitral, preservándose de este modo la autonomía del arbitraje, la definitividad del

laudo y el princip¡o de mínima intervención judicial.

Que, de la evaluac¡ón técnico-jurídica efecluada por la Procuraduría PÚblica Reg¡onal

se advierte que las conlroversias surg¡das durante la ejecuc¡ón y liquidación del contrato
permitirían advert¡r, pr¡ma facie, la posible conflguración de supuestos comprendidos dentro

de las causales de anulación prev¡stas en el artículo 63' del Decreto Leg¡slativo N." 1071 ,

circunstancia que just¡f¡ca someter su examen al órgano.iur¡sdiccional competente mediante

la interposición de la correspond¡ente demanda de anulación del laudo arbitral.

Que, la Procuraduria Pública Regional sustenta, sobre la base de la evaluación
jurídica conlenida en el expediente administrat¡vo, la existencia de presuntas causales de

anulación previstas en el artículo 63" del Decreto Legislativo N." 1071, vinculadas a la

presunta vulneración del debido proceso arbitral, falta de motivación, incongruencia ultra

petita, exceso en el ejercicio de la jurisd¡cción arbitral y contravención al orden pÚbl¡co. Enlre

los princ¡pales cueslionamientos formulados destacan los sigu¡entes:

a. Vulne¡ación del derecho de defensa y del debido proceso

Se sostiene que el laudo habria vulnerado el derecho de defensa y el debido

proceso al om¡tir pronunciarse sobre aspectos esenciales planteados por la Entidad,

como la inex¡stencia del Acta de Recepción Total de Obra, la valoraciÓn del lnforme

de Control Concurrente de la Contraloria General de la RepÚblica y la aplicac¡Ón de
penalidades contractuales, afectando el deber de mot¡vación. la valoración integral de

la prueba y el pr¡ncip¡o de congruenc¡a procesal.

b. lnobservanc¡a del proced¡m¡ento pactado y de la normativa apl¡cable

Se advierte una presunta inobservancia del procedim¡ento previsto en el articulo 209

del Reglamento de la Ley de Contratac¡ones del Estado, debido a que el Árbitro Único

consideró consentida la liquidac¡ón presentada por la contratista pese a que la Entidad

formuló observaciones dentro del plazo legal, atribuyéndole además una carga

procesal no prevista en la normativa vigente para el cuestionamiento de las

discrepancias surg¡das durante la liquidación.

c. Resoluc¡ón sobre mater¡as no sometidas a decisión arb¡tral

Ei Arbitro Único habria excedido los limites de la controversia sometida a arbitraje al

val¡dar ¡ntegralmente la liquidación de obra y pronunciarse sobre aspectos técnicos
que correspondian ser evaluados por los órganos espec¡al¡zados de la Entidad,

§

RE c/

co
o ¿

I \:' \r



w
incorporando dec¡s¡ones que desbordan el marco especif¡co de las materias
controvertidas puestas a su conocimiento.

d. Contravención del orden público
El laudo arbitral podria resultar contrario al orden público adm¡n¡strativo al validar una
liquidac¡ón sin recepción total de obra, om¡tir el anál¡sis de penalidades contractuales
y desconocer observac¡ones formuladas por la ContralorÍa General de la Repúbl¡ca,
generando una potencial afectación al patrimonio público y a los pr¡ncipios de
legalidad, control gubernamental y correcta admin¡stración de ¡os recursos del Estado.

Que, de la evaluac¡ón técn¡ca real¡zada por la Procuraduria Pública Reg¡onal se

desprende la existenc¡a de fundamentos juríd¡cos razonables que Justifican el ejercicio del

derecho de acción mediante la interpos¡c¡ón de la demanda de anulación del laudo arbitral,
correspondiendo exclusivamente al órgano jurisd¡ccional delerminar la concurrencia de las

causales prev¡stas en el artículo 63' del Decreto Legislativo N.' 1071 .

Que, el recurso de anulación del laudo arbitral constituye un mecanismo excepcronal
de control jur¡sdiccional destinado exclus¡vamente a verificar Ia validez jurídica del laudo
arb¡tral, sin hab¡l¡tar al órgano jur¡sdiccional para revisar el mér¡to de la decis¡ón arbitral,
preservando así el principio de autonomia del arbitraje.

Que, determinada la ex¡stencia de elementos que sustentarÍan la interposición de una

demanda de anulación de laudo arbitral, corresponde evaluar la razonabilidad de dicha
medida desde una perspectiva de costo-benef¡c¡o.

Que, mediante el Memorando n.' 1946-2026-GRJ/PPR, de fecha 16 de.iunio de 2026,

el Procurador Público Reg¡onal sustenta la conveniencia de interponer la referida demanda,
desarrollando el correspondiente anál¡sas costo-beneficio en los siguientes términos:

a. Sobre la base de los hechos expuestos, concluye que la ¡nterposic¡ón de la demanda
de anulación de laudo arb¡tral const¡tuye una medida juridicamente viable y

económicamente favorable para la adecuada protección de los intereses del Gobierno
Regional de J unín.

b. Dicho análisis se sustenta en el marco normativo previsto en el artículo 24 del Decreto
Legislativo n." 1326 y su Reglamento, normas que [econocen a las Procuradurías
Públ¡cas como los órganos especial¡zados responsables de la defensa .iuridica de los

¡ntereses del Estado. En ese contexto, resulta pert¡nente evaluar la conven¡enc¡a de
promover la demanda de anulación del laudo arbitral, considerando los riesgos,

beneficios e impactos económ¡cos que cada alternat¡va representa para la ent¡dad.

c. En cuanto a la continuidad de la demanda de anulación de laudo arbitral, se advierte
que el proceso jud¡cial podría extenderse entre seis meses y un año, e incluso dar
lugar a un nuevo arbitra.ie que prolongue la controversia por uno o dos años
ad¡c¡onales. No obstante, esta alternativa permitiria evitar el pago de la suma de S/

27'872,649.61 , más los intereses legales correspond¡entes, monto que actualmente
superaría los S/ 30 millones. Asimismo, busca garantizar el respeto del princip¡o de

legalidad y el adecuado control de las liquidaciones de obra frente a presuntas

omis¡ones de requis¡tos esenciales.

d Por el contrario, desistirse de la demanda de anulac¡ón de laudo arbitral y optar por el
pago o una concil¡ación implicarÍa asum¡r de manera ¡nmed¡ata una obligación
económica de considerable magnitud, incluyendo el pago de intereses legales y la
devolución de garantías, con la consecuente afectac¡ón del presupuesto institucional

Adicionalmente, ello podria generar un precedente desfavorable para futuras

controvers¡as contractuales. al ancentivar la presentac¡ón de l¡quidac¡ones s¡n e¡ debido
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sustento técnico y exponer a los funcionar¡os competentes a eventuales
responsabilidades derivadas de la omisión de acciones dest¡nadas a la defensa de los

intereses del Estado. En consecuenc¡a, esta alternativa resulta menos favorable para

la entidad, en atención al signif¡cat¡vo impacto económico y juridico que conlleva.

En consecuencia, del análisis comparativo efectuado se concluye que la alternativa
consistenle en promover la demanda de anulac¡ón del laudo arbitral resulta objetivamente
más favorable para los ¡ntereses institucionales, al representar la opción que ofrece mayores
posibilidades de tutela del patrimonio público y menores riesgos económ¡cos para la Ent¡dad.

Que, conforme al Decreto Leg¡slativo N.' 1326 y su Reglamento, corresponde a la
Procuradur¡a Pública Regional efectuar la evaluación Juridica especializada respecto de la
viabilidad de las acciones judiciales dest¡nadas a la defensa de los intereses del Estado,
correspondiendo al Tilular de la Entidad únicamente aulo¡iza¡ su interposición cuando así lo
ex¡ge expresamente la ley, sin sustiluir el criterio técnico-.iurídico prop¡o del órgano de
defensa jurídica.

Que, de conformidad con el artículo 21" de la Ley n.' 27867, Ley Orgánica de
Gobiernos Regionales, el Gobernador Reg¡onal constituye la máxima autor¡dad ejecutiva del

Gobierno Regional, correspond¡éndole dirigir la gestión instituc¡onal y emitir los actos
administrativos necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones;

Que, asimismo, conforme a lo señalado en el numeral 45.23 del artículo 45'del TUO
de la Ley de Contrataciones del Estado -citado 

precedentemente-, la interposición de la
demanda de anulac¡ón del laudo arbitral por parte de una entidad requ¡ere autorización previa

de su Titular mediante resolución debidamente motivada. siendo esta una facultad
rndelegable;

Que, en ese conlexto, en su condición de Titular de la Entidad y representante legal
del Gobierno Regional Junín, el Gobernador Reg¡onal se encuentra facultado pa¡a autoriza¡
a la Procuraduría Pública Regional el inicio de las acc¡ones.iudiciales que resulten necesarias
para Ia defensa de los intereses inslituc¡onales;

Que, la Oficina Reg¡onal de Asesoria Jurídica, mediante lnforme Legal N.'50-2026-
GRJ/ORAJ-REHO, rat¡ficado por Reporte N." 586-2026-GRJ/ORAJ, concluye que resulta
jurídicamente procedente la em¡s¡ón de la presente Resoluc¡ón Ejecut¡va Regional, al

haberse verificado el cumplimiento de los requisitos previstos en el numeral45.23 del artículo
45 del Texto Único Ordenado de la Ley N.'30225 - Ley de Contrataciones del Estado, así

como la ex¡stencia del correspondiente anál¡sis costo-benef¡c¡o emitido por la Procuraduría
Pública Reg¡onal. En consecuenc¡a, recomienda autorizar a la Procuraduría Pública Regional
para que, en ejercicio de las atr¡buciones conferidas por el Decreto Legislativo N.'1326,
Decreto Legislativo que reestructura el Sistema Administrativo de Defensa Jurídica del

Estado, y su Reglamento, interponga la demanda de anulación del Laudo Arbitral emit¡do en

el Caso Arbitral N.' 64-2025-CA-ANARB, segu¡do por la empresa Ch¡na C¡vil Engineer¡ng
Construction Corporat¡on Sucursal del Perú conlra el Gobierno Regional de Junin,
respecto de las controversias derivadas del Contrato N.'053-2021-GRJ/ORAF, cuyo objeto
fue la ejecuc¡ón de la obra "Mejoram¡ento de la l.E. Mariscal Castilla, distrito de El

Tambo, prov¡ncia de Huancayo, departamento de Junín - Saldo de Obra Primera
Etapa", en defensa de los derechos e ¡ntereses de la Entidad.

Que, en consecuencia, de la evaluación integral de los actuados que conforman el

expediente administrativo se verifica la concurrencia de los presupuestos fácticos yJuridicos
que sustentan la emisión de la presente Resolución Autoritativa, al haberse acred¡tado la



existencia de presunlas causales de anulación del laudo arbitral, la conveniencia institucional
sustentada en el análisis costo-benefic¡o elaborado por Ia Procuraduria Públ¡ca Regional, la

conformidad iur¡d¡ca emit¡da por la Ofic¡na Regional de Asesor¡a Jurídica respecto del
cumplimiento de los requisitos previstos en el numeral 45.23 del artículo 45' del Texto Único
Ordenado de la Ley N.' 30225 - Ley de Contrataciones del Estado y la necesidad de caulelar
los ¡ntereses patrimoniales de la Entidadi en consecuencia, corresponde que el Gobernador
Regional, en su condición de Titular de la Entidad, emita la presente Resolución Autoritativa
para facultara la Procuraduría Pública Regional del Gobierno Regional de Junín a interponer,
en ejercicio de las atr¡buc¡ones conferidas por el Decreto Legislativo N." 1326 y su

Reglamento, la demanda de anulación del laudo arbitral recaido en el Caso Arbitral N." 64-
2025-CA-ANARB, en representación y defensa de los intereses del Gobierno Regional de
Junín.

Que, en virtud a lo expuesto y de conformidad con las facultades conferidas al

Gobernador Reg¡onali eslando a los documentos que conforman el expediente
admin¡strativo, que dio origen a la presente resolución, en uso de las facultades y

atr¡buciones conferidas por la Ley Orgán¡ca de Gobiernos Regionales, Ley n.' 27867 y sus

modificatorias, además de la visación de la Gerencia General Regional, Gerencia Reg¡onal

de lnfraestructura y la Oficina Regional de Asesoría Jurídica:

SE RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO. - AUTORIZAR a la Procuradur¡a Públ¡ca Regional del

Gobierno Regional de JunÍn para que, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el

Decreto Legislativo N.' 1326 - Decreto Leg¡slativo que reestructura el Sistema Adm¡nistrativo
de Defensa Jurídica del Estado, y su Reglamento, interponga la demanda de anulac¡ón del

Laudo Arbitral recaído en el Caso Arbitral N." 64-2025-CA-ANARB, seguido por China Civil
Engineering Construction Corporation Sucursal del Perú contra el Gobierno Regional de
JunÍn, derivado del Contrato N.'053-2021-GRJ/ORAF, cuyo objeto fue la ejecución de
la obra "Mejoramiento de la LE. Mariscal Cast¡lla, distrito de El Tambo, provincia de
Huancayo, departamento de Junín - Saldo de Obra Primera Etapa", conforme a los

fundamentos expuestos en la parte considerativa de la presente Resoluc¡ón Ejecutiva
Regional.

ARTíCULO SEGUNDO. - DISPONER que la Procuraduría Públ¡ca Regional ejeza
lodas las acluaciones procesales necesarias para la adecuada defensa de ¡os intereses del

Gobierno Reg¡onal de Junín dentro del proceso jud¡cial de anulación del laudo arbitral,
conforme a sus atribuciones legales.

ARTíCULO TERCERO. - NOTIFICAR la presente resoluc¡ón a la Procuraduria
Pública Regional, a la Gerencia General Regional, a la Gerencia Regional de lnfraestructura
y a los demás órganos competentes del Gobierno Regional de Junín, para su conocimiento
y fines pertinentes.

ARTÍCULO CUARTO. - DISPONER la publ¡cación de la presente resolución en el
Portal Instituc¡onal del Gobierno Regional de Junín, conforme a la normaliva v¡gente.
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REGiSTRESE, COMUN¡QUESE Y CÚMPLASE.
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